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FUNDAMENTOS 

El presente proyecto de ley tiene por objeto adherir a la Ley Nacional N° 

25.675 denominada “Ley General del Ambiente”. La mencionada Ley fue 

sancionada por el Congreso de la Nación el 06 de noviembre de 2002, y ha 

quedado promulgada el día 27 de noviembre del mismo año. 

La ley establece los presupuestos mínimos para el logro de una gestión 

sustentable y adecuada del ambiente, la preservación y protección de la 

diversidad biológica y la implementación del desarrollo sostenible en 

Argentina. Asimismo, establece un marco general sobre información y 

participación en asuntos ambientales, la responsabilidad por daño ambiental 

y la educación ambiental. 

El objetivo de la normativa nacional, es la de garantizar a toda persona el 

derecho irrenunciable a vivir en un ambiente saludable, equilibrado y 

adecuado para el pleno desarrollo de la vida, y el deber de contribuir a una 

efectiva gestión ambiental y de proteger el ambiente así como sus 

componentes, asegurando particularmente la salud de las personas en forma 

individual y colectiva, la conservación de la diversidad biológica, el 

aprovechamiento sostenible de los recursos naturales y el desarrollo 

sostenible del país 

En consonancia con lo establecido en la Constitucion Nacional Articulo 41 

que dispone “Todos los habitantes gozan del derecho a un ambiente sano, 

equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades 

productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las 

generaciones futuras; y tienen el deber de preservarlo. El daño ambiental 

generará prioritariamente la obligación de recomponer, según lo establezca 

la ley. 

Las autoridades proveerán a la protección de este derecho, a la utilización 

racional de los recursos naturales, a la preservación del patrimonio natural y 

cultural y de la diversidad biológica, y a la información y educación 

ambientales. 



 

 
 
 

Corresponde a la Nación dictar las normas que contengan los presupuestos 

mínimos de protección, y a las provincias, las necesarias para 

complementarlas, sin que aquéllas alteren las jurisdicciones locales. 

Se prohíbe el ingreso al territorio nacional de residuos actual o 

potencialmente peligrosos, y de los radiactivos”. 

Conviene recordar que el punto de partida para sistematizar la protección del 

ambiente en todo el país, fue el Pacto Federal Ambiental firmado el 5 de Julio 

1993 . La reforma constitucional recogió y consagró esa voluntad común, y 

puso en manos del Congreso Nacional la sanción de la normativa ambiental 

básica. Esto es, las normas de presupuestos mínimos para la protección 

ambiental.  

Faltaba aún la consagración del principio a nivel nacional, que concluyó en 

1994, con la reforma de la Constitución Nacional. 

Legislacion en sintonia con los principios reconocidos por la Conferencia las 

Naciones Unidas sobre Ambiente Humano de Estocolmo en 1972, por la 

Cumbre de Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo de Río de 

Janeiro en 1992, y por la agenda 2030 de naciones Unidas para el desarrollo 

sostenible, que adopto en el marco de la Asamblea General de la ONU, un 

plan de acción a favor de las personas, el planeta y la prosperidad. 

La Agenda plantea 17 Objetivos con 169 metas de carácter integrado e 

indivisible que abarcan las esferas económica, social y ambiental. 

La nueva estrategia regirá los programas de desarrollo mundiales durante los 

próximos 15 años. Al adoptarla, los Estados se comprometieron a movilizar 

los medios necesarios para su implementación mediante alianzas centradas 

especialmente en las necesidades de los más pobres y vulnerables. 

En concreto, al trabajar legislativamente sobre la ley general de ambiente y 

su legislaciòn afìn, estariamos avanzando en la concreciòn del Objetivo 

13que dispone “Adoptar medidas urgentes para combatir el cambio climático 

y sus efectos” 

“El 2019 fue el segundo año más caluroso de todos los tiempos y marcó el 

final de la década más calurosa (2010-2019) que se haya registrado jamás. 

Los niveles de dióxido de carbono (CO2) y de otros gases de efecto 

invernadero en la atmósfera aumentaron hasta niveles récord en 2019. 



 

 
 
 

El cambio climático está afectando a todos los países de todos los 

continentes. Está alterando las economías nacionales y afectando a distintas 

vidas. Los sistemas meteorológicos están cambiando, los niveles del mar 

están subiendo y los fenómenos meteorológicos son cada vez más extremos. 

A pesar de que se estima que las emisiones de gases de efecto invernadero 

caigan alrededor de un 6 % en 2020 debido a las restricciones de movimiento 

y las recesiones económicas derivadas de la pandemia de la COVID-19, esta 

mejora es solo temporal. El cambio climático no se va a pausar. Una vez que 

la economía mundial comience a recuperarse de la pandemia, se espera que 

las emisiones vuelvan a niveles mayores. 

Es necesario tomar medidas urgentes para abordar tanto la pandemia como 

la emergencia climática con el fin de salvar vidas y medios de subsistencia. 

(…) 

La crisis actual es una oportunidad para llevar a cabo un  cambio profundo y 

sistémico hacia una economía más sostenible que funcione tanto para las 

personas como para el planeta.” 

Fuente: https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/globalpartnerships/ 

Desde julio del año 2002 hasta el momento, se han promulgado diferentes 

leyes de presupuestos mínimos.  En orden cronológico, las leyes de 

presupuestos mínimos para la protección son: 

 - Ley 25.612 Presupuestos Mínimos para la Gestión Integral de los Residuos 

Industriales y de Actividades de Servicio  

- Ley 25.670 Presupuestos Mínimos para la Gestión y Eliminación de PCBs 

- Ley 25.675 Presupuestos Mínimos para la Gestión Sustentable y Adecuada 

del Ambiente  

- Ley 25.688 Régimen de Gestión Ambiental de Aguas  

- Ley 25.831 Información Pública Ambiental  

- Ley 25.916 Gestión de Residuos Domiciliarios  

- Ley 26.331 Presupuestos Mínimos de Protección Ambiental de los Bosques 

Nativos  

- Ley 26.562 Presupuestos Mínimos de Protección Ambiental para el Control 

de las Actividades de Quema. 



 

 
 
 

- Ley 26.639 Régimen de Presupuesto para la Preservación de los Glaciares 

y del Ambiente Periglacial. 

En la doctrina, el criterio mayoritario, considera que el Congreso Nacional es 

competente para el dictado de la legislación mínima, delimitando en forma 

clara y precisa el ámbito de competencia complementaria o remanente que le 

corresponde a las provincias.  

La efectiva recepción de este último criterio a través de una correcta técnica 

legislativa evitará lagunas, vacíos, superposiciones y contraposiciones y 

peligrosas transiciones en la aplicación de las normas. 

 La delimitación de jurisdicciones se presenta como un problema en nuestro 

sistema federal. Dificultad que lejos de ser un obstáculo insalvable, es un 

desafío que merece el esfuerzo que signifique alcanzarlo, para lograr la 

definición y posterior aplicación de una política para todo el territorio nacional. 

Para que el derecho a vivir en un ambiente sano, no sea algo meramente 

programático. 

Las normas de presupuestos mínimos representan un nuevo sector de 

competencias delegadas, del ordenamiento jurídico nacional. En ese sentido, 

nos encontramos con un nuevo ámbito competencial, de reparto de poderes, 

que avanza sobre temas antes reservados por las Provincias, en ámbitos que 

antes de la reforma, eran propios de su jurisdicción. 

Existiendo este piso inderogable normativo, resulta preciso, adecuar la 

normativa local con el resto del ordenamiento juridico articulando una 

verdadera transectorialidad vertical, que asegure la relación "Estado 

Nacional-Estados Provinciales" y "Estados Provinciales entre sí". 

La necesidad surge a partir de la llamada “contaminacion normativa” que se 

genera, primero ante la cantidad de normas de un Estado, que aumentan 

desmedidamente, tornándose éstas contradictorias, redundantes, 

superpuestas, confusas e incompletas. Cuando no se sabe cuáles de ellas 

están vigentes, cuáles han sido reglamentadas o modificadas. Cuando una 

norma establece que quedan derogadas todas aquellas que se le opongan, 

sin aclarar cuáles son. En estos casos estamos en condiciones de concluir: 

que el sistema no puede eliminar sus desperdicios, que estamos ante un 

caso de contaminación, de polución legislativa.  

FUENTE: http://www.derecho.uba.ar/academica/derecho-

abierto/archivos/Evolucion-del-Derecho-Ambiental-Titulo-I-capitulo-I.pdf 



 

 
 
 

De esta manera resulta conveninente, crear mediante esta Ley un organismo 

que analice y estudie la normativa local y adecue la misma a los 

presupuestos minimos establecidos. De esta manera se eliminarian las 

posibles confusiones, superposiciones e incompatibilidades que pudieren 

surgir respecto a su aplicación. 

Particular importancia tiene la normativa ambiental en una provincia con una 

marcada actividad minera como la nuestra y que desde siempre ha generado 

cantidades de controversias. 

Considero que seria esta una excelente oportunidad para replantearse los 

objetivos de la provincia, y evaluar el binomio costo-beneficio de la toda 

actividad productiva, comercial, industrial, minera y demas afines en la 

provincia. 

Ante los fundamentos expresados, es que solicito a mis pares que me 

acompañen con el presente  proyecto de Ley. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 
 
 

 

EL SENADO Y LA CAMARA DE DIPUTADOS 

DE LA PROVINCIA DE CATAMARCA 

SANCIONAN CON FUERZA DE 

LEY 

ARTÍCULO 1º.- Adhiérase la Provincia de Catamarca a la Ley Nacional Nº 

25.675 denominada Ley General del Ambiente. La presente ley establece los 

presupuestos mínimos para el logro de una gestión sustentable y adecuada 

del ambiente, la preservación y protección de la diversidad biológica y la 

implementación del desarrollo sustentable. 

ARTICULO 2°.-  Créase una Comisión ad hoc que tendrá por objeto analizar 

la legislación local a fines de detectar si existe alguna incongruencia, 

incompatibilidad o contradicción con los presupuestos mínimos ambientales 

establecidos por la legislación Nacional, la constitución nacional, tratados 

internacionales con jerarquía constitucional y compromisos internacionales 

asumidos. 

ARTICULO 3°.- El objetivo de la Comisión es el estudio y elaboración, en un 

plazo de 180 días corridos desde su conformación, de un informe en el cual 

deberá estudiar y detectar si existen normas locales que se encuentren en 

contraposición a la legislatura nacional acompañadas de una propuesta de 

posible reforma.  

El informe una vez elaborado será remitido a la cámara de diputados para 

que se evalúen en el seno de las comisiones las posibles modificaciones a la 

legislación local.  

ARTICULO 4°.- La Comisión estará integrada por: 

a. Tres (3) miembros del Poder Legislativo designados con arreglo a la 

proporcionalidad de los bloques que tienen representación en el 

cuerpo.  

b. Tres (3) miembros del Poder Judicial de la Provincia de Catamarca. 

c. Tres (3)  miembros del Poder Ejecutivo. 

La designación de los miembros se realizara internamente en el seno de 

cada poder.  

Se deberá tener como criterio para la selección de los miembros de la 

comisión a personas versadas en la materia, quienes a su vez podrán citar y 

consultar a especialista en materia ambiental. 



 

 
 
 

ARTICULO 5°.- Los integrantes de la Comisión deberán ser designados en 

un plazo no mayor a 30 días corridos contados desde la publicación de la 

presente Ley y desempeñarán sus funciones ad honorem.   

ARTICULO 6°.- La primera tarea de la comisión será la de dictar su propio 

reglamento de actuación, y deberá ser aprobado con unanimidad. 

ARTICULO 7°.- La Comisión se reunirá en un plazo no mayor a 45 días 

corridos contados desde la publicación de la presente. 

ARTICULO 8°.- Invitase a los municipios de la Provincia a remitir informes, 

propuestas, estadísticas y cualquier información sobre la realidad ambiental 

departamental que consideren pertinente a la comisión a fines de que se 

ponga en consideración en la elaboración del informe. 

ARTICULO 9°.-  Comuníquese y publíquese. 

ARTICULO 10°.- De Forma. 

FIRMA: DIPUTADA NATALIA HERRERA.- 

 

                                                      
 

 


